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Santiago, 28 de agosto de 2000.

Por oficio L-N° 37/00 de 2 del presente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, ha enviado a la Corte Suprema el proyecto de ley que rigidiza el cumplimiento del presidio perpetuo y deroga la pena de muerte (Boletín N°2367-07). así como las observaciones que ha hecho a él SE. el Presidente de la República. El propósito de su remisión, es que esta Corte Suprema informe al tenor de lo que expresa el artículo 74 de la Constitución Política de la República, respecto de las modificaciones que el proyecto de ley contiene, relativas a las atribuciones de los tribunales de justicia.
Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte el día 25 de los corrientes, presidido por el infrascrito, en la calidad de Presidente Subrogante y con la asistencia de los Ministros señores Faúndez, Correa, Garrido, Navas, Libedisnky, Ortiz, Benquis, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Pérez, Marín, Yurac y Espejo, acordó informar lo siguiente:

En el artículo 4°, el proyecto sustituye el número 7° del artículo 96 del Código Orgánico de Tribunales, pasando el actual a ser el 8°, por el siguiente:

“Art. 96.- Corresponde a la Corte Suprema en pleno:

7° Conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional en los casos en que se hubiere impuesto el presidio perpetuo calificado.

La resolución en este caso deberá ser acordada por la mayoría de los miembros en ejercicio.” Por su parte, en el artículo 6°, el proyecto introduce algunos cambios al Decreto Ley N° 321 de 12 de marzo de 1925 sobre libertad condicional en que, al agregar al inciso primero del artículo 3° una oración nueva y nuevos incisos segundo y tercero al artículo 5°, lo modifica respecto de la libertad condicional. Con estas modificaciones, el inciso primero del artículo 3° establece, que se ha impuesto la pena de presidio perpetuo calificado, “sólo podrá concederse la libertad condicional, una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Para este caso, si se rechazare la solicitud, no podrá deducirse nuevamente sino después de cumplidos dos años de su presentación.” En lo que respecta a 1 artículo 5°, los nuevos incisos agregados repiten la norma recién indicada del articulo 96 del Código Orgánico de Tribunales, pues establecen que tratándose de los condenados al presidio perpetuo calificado, “la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el Pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el articulo precedente.”

Para el análisis de la materia que se ha entregado al estudio de esta Corte Suprema, se puede indicar que la libertad condicional, es la posibilidad que concede el estado a una persona que ha sido objeto de una pena, a cumplir el tiempo que le falte en libertad, según es posible inferirlo de la lectura del Decreto Ley N°321. Por tanto, no significa la remisión de parte de la pena. Tampoco su objeto es reducir las penas a los condenados, aún cuando observen buena conducta, sino que persigue reintegrar a la sociedad a aquellos individuos que estén perfectamente readaptados, luego de que debieron estar separados mucho tiempo de ella, por haber infringido normas penales. Actualmente, esta facultad de conceder la libertad condicional se encuentra entregada, primero a la revisión del tribunal de conducta y, luego, a la comisión especial que, de acuerdo a lo que dispone el artículo 4° del Decreto Ley N°321, se reúne en el la Corte de Apelaciones respectiva dos veces al año, para hacer el estudio de la situación de aquellos que podrían ser propuestos al Ministerio de Justicia, para gozar del beneficio. La mencionada comisión está compuesta por el Presidente de la Corte de Apelaciones, uno de sus Ministros , el Fiscal y dos de los jueces del Crimen más antiguos de su jurisdicción.
No cabe duda que la concesión de la libertad condicional, de un condenado a presidio perpetuo calificado, es importante y que el espíritu del proyecto de ley es hacer que la sociedad entienda, que el cambio de la pena de muerte por la de un presidio perpetuo calificado, es una sustitución que reviste serias condiciones. Ello mueve al legislador a indicar que en estos casos, para que un condenado acceda a la libertad condicional, aún después de transcurridos cuarenta años efectivamente cumplidos de pena, deba este trámite ser rodeado de mayores exigencias que las de hoy.

Sin embargo, esta Corte Suprema no estima posible informar favorablemente los cambios propuestos, por dos razones. Primero, porque la resolución referida a la concesión o negativa a conceder la libertad condicional, no es una materia de naturaleza plenamente jurisdiccional, sino que es jurisdiccional administrativa. Y, en segundo lugar, porque no parece conveniente que esta decisión, cuya importancia es secundaria, aun cuando hoy día parezca mayor, puesto que penal y procesalmente hablando, se refiere solamente a la facultad de cumplir la pena en libertad, cuando la sociedad estima que el condenado ha demostrado que puede volver a participar de la vida en comunidad, como consecuencia de su regeneración. Y en virtud de ello, no parece adecuado que esta materia sea de competencia del pleno del mas alto tribunal de la República.

Por último y a manera de simple sugerencia, esta Corte Suprema se permite insinuar a la H. Comisión, que la materia sobre la que se ha solicitado informar debería ser entregada al conocimiento del pleno de la Corte de Apelaciones del lugar en que el condenado se encuentra cumplimento su condena; todo ello sin perjuicio de que se estudie la posibilidad de crear jueces de cumplimiento de condena.
Se previene que el Presidente Subrogante señor Jordán tiene además presente, que la norma imperativa que rige en la materia, puede significar, en lo que respecta a las atribuciones de este Poder del Estado, una connotación de especial compromiso ante la opinión pública y por ende exponer a este Tribunal a criticas y comentarios adversos que obviamente corresponde evitar, conforme a las practicas que enseña la experiencia.

Es todo cuanto puede este Tribunal informar.
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